
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO TREINTA Y UNO DE FAMILIA  

BOGOTÁ D. C.   
 

Bogotá D.C, veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintidós (2022)  
 

 
 

A N T E C E D E N T E S: 
 

Procede el despacho a desatar la acción de tutela instaurada por NANCY 

ARLEY QUINTEO en contra de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y 

REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS a fin de que se le amparen sus 

derechos fundamentales de petición e igualdad.  

 Entre otros se citaron los siguientes hechos: 

 

 Manifiesta la tutelante que, interpuso derecho de petición de 
interés particular el día 18 de julio de 2022, solicitando 

atención humanitaria, certificado RUV, una nueva valoración 

del PAARI y medición de carencias para que se continúe 

otorgando la atención humanitaria. 
 Finalmente indica la actora que, la entidad accionada no 

contesta el derecho de petición ni de forma ni de fondo y 

evade su responsabilidad expidiendo una resolución por la 

cual manifiestan que su estado de vulnerabilidad ha sido 

superado. 
 

P R E T E N S I O N   D E L     A C C I O N A N T E 

 
“Ordenar A la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL 

A LAS VÍCTIMAS Contestar el DERECHO DE PETICIÓN de forma y de 

fondo. 

 
Ordenar a la unidad especial para la atención y reparación integral a 

las víctimas que brinden el acompañamiento y recursos necesarios para 

lograr que nuestro estado de vulnerabilidad sea superado y podamos 

llegar a un estado de autosostenibilidad como lo expresa la legislación 
existente. 

 

Ordenar A la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 

LAS VÍCTIMAS conceder la indemnización por el DESPLAZAMIENTO 
FORZADO y cumplir lo ordenado en la T-025 de 2004. Sin turnos, 

asignando mi mínimo vital para ayuda humanitaria de manera inmediata 

y una nueva valoración del PAARI y medición de carencias para que se 

continúe otorgando la atención humanitaria. 

 

PROCESO: TUTELA 

RADICADO: 31-2022-00554 

ACCIONANTE:   NANCY ARLEY QUINTERO 

 
ACCIONADO: UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 

LAS VÍCTIMAS. 



Ordenar A la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A 

LAS VÍCTIMAS Contestar el derecho de petición manifestando una fecha 

cierta de cuándo se va a conceder la ayuda. 
 

Todo lo anterior con fundamento en lo establecido por la Corte 

Constitucional en la Sentencia T-230-21 de la Honorable Corte 

Constitucional. Y se me realice el estudio de Vulneración y mínimo vital 

por omisión de valoración de la situación real del desplazado y por 
desconocimiento de los procedimientos establecidos por la UARIV en el 

manual de operación de rutas para identificación de carencias. 

 

Se tenga en cuenta la emergencia sanitaria que estamos atravesando 
a causa del Covid-19 y se nos consigne la atención humanitaria.” 

 

C O N T E S T A C I O N    A L    A M P A R O 

 
UNIDAD PARA LA ATENCION Y REPARACION INTEGRAL A LAS 

VICTIMAS, conforme lo ordenado en el auto admisorio, procedió a 

descorrer el traslado de la presente acción, a través de VANESSA LEMA 

ALMARIO, obrando en calidad de Representante Judicial de la Unidad 

Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, quien manifiesta que: 

 

Informa que, como requisito indispensable para que una persona pueda 

acceder a las medidas previstas en la Ley 1448 de 2011, “Ley de Víctimas 
y Restitución de Tierras”, ésta debe haber presentado declaración ante el 

Ministerio Publico1 y estar incluida en el Registro Único de Victimas – RUV. 

Para el caso de NANCY YANETTE RAYO GARZON indican que cumple con 

esta condición dado que se encuentra incluida en dicho registro por el 
hecho victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO declarado bajo el 

marco normativo de la Ley 387 de 1997 SIPOD 200611, como fue 

corroborado en las herramientas administrativas de la Unidad. 

 
Indica que, que la petición presentada por NANCY ARLEY QUINTERO 

fue contestada de fondo mediante comunicación emitida el 16 de agosto 

de 2022, enviada al correo electrónico nancyquintero991@gmail.com.  

 

Sin embargo, la accionante olvidó informar al Honorable Despacho que 
ella ya había instaurado otra acción de tutela el día 22 de junio de 2022 

ante JUZGADO CUARENTA PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIÓN DE 

CONOCIMIENTO DE BOGOTÁ D.C CUNDINAMARCA con el radicado Nº 

145-2022, argumentando los mismos hechos que pone de presente en la 
presente acción de tutela que cursa actualmente en el despacho, lo que 

ocasiona una acción temeraria y hace incurrir al Despacho en error frente 

a la supuesta vulneración del derecho fundamental del accionante a la 

petición. 
 

La Entidad no ha incurrido en vulneración de los derechos 

fundamentales reclamados por la parte accionante, toda vez que la 

Unidad para las Víctimas, ante la petición que se reclama en esta acción, 

emitió contestación en fecha 11 de agosto de 2022, indicándole a la 
accionante que mediante la Resolución No. 0600120223500014 de 2022 

(acto administrativo que se encuentra en firme), la Dirección de Gestión 

Social y Humanitario resolvió suspender de manera definitiva al entrega 

de la atención humanitaria a su hogar, razón por la cual no se puede 
acceder a su solicitud. Además, se le dio respuesta a la solicitud de 

realización de nuevo PAARI, entrega de certificación de inclusión en el 

RUV y la solicitud de visita domiciliaria. 

 

mailto:nancyquintero991@gmail.com


Mediante comunicación escrita se le informó al Despacho, que para la 

entrega de atención u ayudas humanitarias se creó un proceso 

denominado “PROCESO DE IDENTIFICACIÓN DE CARENCIAS”, el cual se 
aplica a las víctimas con el fin otorgar dicha atención; llegados a este 

punto, es preciso aclarar que para el caso concreto de MAYERLY TRUJILLO 

DIAZ y su núcleo familiar la unidad realizó la aplicación del Proceso de 

Identificación de Carencias descrito en el decreto 1084 de 2015, y, por 

tal motivo la unidad emitió la Resolución No. 0600120223477715 de 2022 
en la que se resolvió: 

 

ARTÍCULO PRIMERO: Suspender definitivamente la entrega de los 

componentes de la atención humanitaria al hogar representado por el (la) 
señor(a) NINFA ALBENIS QUINTERO, identificado(a) con cédula de 

ciudadanía No. 36.274.638, por las razones expuestas en la parte motiva 

de la presente resolución.  

 
ARTÍCULO SEGUNDO: Notificar el contenido de la presente resolución 

en los términos señalados en el Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), o por el medio 

más expedito y eficaz.  

 
ARTÍCULO TERCERO: Contra la presente resolución proceden los 

recursos de reposición y/o apelación ante el (la) Director(a) Técnico(a) de 

Gestión Social y Humanitaria, los cuales deberán presentarse por escrito 

dentro del término de un (1) mes, siguiente a la notificación de la decisión 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 2.2.6.5.5.11 del Decreto 1084 

de 2015 y teniendo en cuenta las circunstancias de vulnerabilidad que 

implica el desplazamiento forzado y en virtud del principio pro personae, 

es necesario garantizar a las víctimas de desplazamiento forzado un 
término adecuado y razonable para ejercer el derecho a controvertir los 

actos administrativos relativos a la atención humanitaria y la superación 

de la situación de vulnerabilidad. 

 
Conforme con lo dicho se informa que, de acuerdo con el Código 

Contencioso Administrativo, CPACA. Ley 1437 de 2011 Artículo 87. 

estipula:  

 

FIRMEZA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Los actos administrativos 
quedarán en firme:  

 

3. Desde el día siguiente al del vencimiento del término para interponer 

los recursos, si estos no fueron interpuestos, o se hubiere renunciado 
expresamente a ellos.  

 

I.I Sobre la solicitud de una nueva medición. 

 
Respecto a la solicitud de la accionante de que le sea realizado un nuevo 

PAARI o como se denomina actualmente “medición de carencias”, y se le 

corrija la atención humanitaria, se informa que considerando el proceso 

de medición que se le realizó, por lo tanto, no es posible realizarle 

nuevamente una medición de carencias a su hogar ya que esto equivaldría 
a quebrantar el derecho a la igualdad de las demás víctimas del conflicto 

armado a quienes se les ha realizado la medición de carencias.  

 

I.I.I. Respecto a la aplicación del PAARI Es menester aclarar que la 
Unidad ha realizado en la nueva medición establecida como “Entrevista 

de caracterización" se le ha garantizado a la accionante la entrega de los 

componentes de atención humanitaria, dicho lo anterior, se evidencia que 

La unidad aplico dicho método para realizar el pago de la ayuda.  



Se tiene en cuenta por parte del Despacho que las medidas de 

asistencia obedecen a un socorro temporal que no pueden prolongarse en 

el tiempo o en su defecto continuaríamos prestando asistencia a personas 
que ya no la necesitan y dejando de brindarlas a aquellos más 

necesitados, vulnerando derechos a la igualdad que les asiste a todas las 

víctimas de desplazamiento forzado, inclusive causando un déficit del 

sistema de asistencia.  

 
“EN RELACION AL NUEVO PAARI Es pertinente informarle que 

actualmente dicho procedimiento se denomina entrevista de 

caracterización, esta actuación complementa el proceso de identificación 

de carencias, frente a su caso se encuentra finalizado el proceso 
identificación de carencias , el cual se encuentra reglado bajo el marco 

normativo del Decreto 1084 de 2015, y tiene como propósito conocer su 

situación actual y determinar sus necesidades frente a los componentes 

que atiende la atención humanitaria, a saber, alojamiento temporal y 
alimentación. El proceso de identificación de carencias implica consultar 

toda la información con la que cuenta la Unidad para las Víctimas sobre 

el hogar, ya sea como parte de las intervenciones directas que tenga la 

Entidad con el hogar, o a través del intercambio de información con otras 

entidades de orden privado.  
 

Por lo anterior, no es posible la realización de la referida solicitud ya 

que ello conllevaría vulnerar el principio de igualdad consagrado en el art 

6º de la Ley 1448 de 2011.  
 

Además, la entidad a la que represento emitió un comunicado de fecha 

16/08/2022, en el cual, se le dio contestación a lo solicitado por la 

accionante, por lo que la tutela debe ser negada por configurarse un 
hecho superado.  

 

Igualmente, el certificado RUV se anexo en el comunicado No. 

6740043.  
 

Frente a la solicitud de la accionante de realización de una visita 

domiciliaria para obtener la aprobación de las ayudas humanitarias, nos 

permitimos informarle al despacho, que la Unidad para las Víctimas 

desarrolla su estrategia de estudio y entrega de ayudas a través del 
procedimiento de identificación las carencias. Este proceso permite 

conocer las características, capacidades y necesidades de los hogares 

víctimas de desplazamiento forzado en los componentes de alojamiento 

temporal y alimentación básica, a través de la consulta de las diferentes 
fuentes de información que posee el Sistema Nacional de Atención y 

Reparación Integral a las víctimas – SNARIV.  

 

Por lo anterior, no es posible la realización de la referida solicitud ya 
que ello conllevaría vulnerar el principio de igualdad consagrado en el art 

6º de la Ley 1448 de 2011.  

 

En la comunicación que se emitió el 23 de junio de 2022, se anexo la 

certificación de inclusión en el RUV. 
 

Se replica el HECHO SUPERADO “De acuerdo a lo dispuesto por el 

artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela tiene como 

objetivo amparar los derechos fundamentales de las personas ante la 
vulneración o amenaza ya sea por la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública o de un particular.  

Al respecto, la honorable Corte ha señalado que: “al interpretar el 

contenido y alcance del artículo 86 de la Constitución Política, en forma 



reiterada ha señalado que el objetivo de la acción de tutela se circunscribe 

a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando 

estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las 
autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente 

consagrados en la ley.  

 

Así las cosas, se tiene que el propósito de la tutela, como lo establece 

el mencionado artículo, es que el Juez Constitucional, de manera 
expedita, administre justicia en el caso concreto, profiriendo las órdenes 

que considere pertinentes a la autoridad pública o al particular que con 

sus acciones u omisiones han amenazado o vulnerado derechos 

fundamentales y procurar así la defensa actual y cierta de los mismos.  
 

No obstante, cuando la situación de hecho que causa la supuesta 

amenaza o vulneración del derecho alegado desaparece o se encuentra 

superada, la acción de tutela pierde toda razón de ser como mecanismo 
más apropiado y expedito de protección judicial, por cuanto a que la 

decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso concreto resultaría 

a todas luces inocua, y por consiguiente contraria al objetivo 

constitucionalmente previsto para esta acción.” (Sentencia T-013 de 2017 

M.P. Alberto Rojas Ríos).  
 

“El hecho superado ocurre cuando lo pretendido a través de la acción 

de tutela se cumple y desaparece la vulneración o amenaza de los 

derechos fundamentales invocados por el demandante, toda vez que la 
decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso específico 

resultaría a todas luces inocua y, por lo tanto, contraria al objetivo de 

protección previsto para el amparo constitucional.  

De conformidad con la jurisprudencia constitucional, para que se 
configure un hecho superado se requiere de tres requisitos: (i) que con 

anterioridad a la interposición de la acción exista un hecho o se carezca 

de una determinada prestación que viole o amenace violar un derecho 

fundamental del accionante o de aquél en cuyo favor se actúa; (ii) que 
durante el trámite de la acción de tutela el hecho que dio origen a la 

acción que generó la vulneración o amenaza haya cesado; y (iii) si lo que 

se pretende por medio de la acción de tutela es el suministro de una 

prestación y, dentro del trámite de dicha acción se satisface ésta, también 

se puede considerar que existe un hecho superado” (Sentencia T-584 de 
2019 M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo).  

 

Se relaciona también el proceder de la tutelante con una ACTUACIÓN 

TEMERARIA, según establece la Honorable Corte Constitucional en la 
sentencia de unificación SU-168-17 que la temeridad se puede configurar 

de dos maneras así: “La primera, se refiere a que dicha institución sólo 

puede configurarse si el accionante actúa de mala fe. La segunda, que 

corresponde a la interpretación literal del artículo 38 del Decreto 2591 de 
1991, el cual exige que el accionante presente varias veces una demanda 

de tutela por los mismos hechos, sin justificación alguna, para que se 

verifique la temeridad.  

 

Ante tal ambivalencia, la Corte concluyó que, para rechazar la acción 
de amparo por temeridad, la decisión se debe fundar en el actuar doloso 

del peticionario, toda vez que esa es la única restricción legítima al 

derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, el cual se 

ejerce a través de la acción de tutela.  
 

Como se evidencia, el accionante sin ninguna justificación instauró una 

nueva acción de tutela frente al del pago de la indemnización judicial que 

ya fue reconocida a ella, amparándose en los mismos hechos que utilizó 



en la tutela presentada ante El Ante Juzgado Cuarenta Penal Del Circuito 

Con Función De Conocimiento De Bogotá D.C Cundinamarca, y pretende 

hacer incurrir en error al despacho del Juzgado Treinta Y Uno De Familia 
De Bogotá D.C-Cundinamarca, como si se tratase de hechos distintos.  

 

Como relata la Corte Constitucional en la sentencia de unificación SU-

168-17, los presupuestos para que se configure la temeridad, deben 

concurrir los siguientes elementos:  
 

La temeridad se configura cuando concurren los siguientes elementos: 

(i) identidad de partes; (ii) identidad de hechos; (iii) identidad de 

pretensiones; y (iv) la ausencia de justificación en la presentación de la 
nueva demanda, vinculada a un actuar doloso y de mala fe por parte del 

libelista. 

 

 El último de los elementos mencionados se presenta cuando la 
actuación del actor resulta amañada, denota el propósito desleal de 

obtener la satisfacción del interés individual a toda costa, deja al 

descubierto el abuso del derecho porque deliberadamente y sin tener 

razón, de mala fe se instaura la acción, o pretende a través de personas 

inescrupulosas asaltar la buena fe de quien administra justicia.  
 

Atendiendo los argumentos traídos a colación, ponen de presente ante 

el Honorable Despacho que la temeridad está demostrada por parte del 

accionante NANCY ARLEY QUINTERO, ya que existen suficientes 
elementos de juicio que demuestra su actuar doloso y de mala fe, tal y 

como lo establece el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991.  

 

Asegura la Entidad trabaja a diario incansablemente por el bienestar de 
todas las víctimas del conflicto armado, que representa un reto y como 

resultado una satisfacción enorme poder contribuir de alguna manera en 

alivianar las fuertes cargas que estas han debido soportar, y respecto del 

caso del accionante, se han realizado todas las gestiones necesarias, para 
poder resarcir y dar cumplimiento al pago de la indemnización judicial del 

accionante.  

 

En ese orden de ideas su Señoría, al accionante se le ha brindado una 

respuesta de fondo, clara, precisa y congruente, no se le ha vulnerado 
ningún derecho por parte de la Entidad, y se le ha indicado que frente al 

cumplimiento de lo ordenado en el juicio de sucesión intestado, ella debe 

surtir el trámite correspondiente como es la protocolización de dicho juicio 

ante la Notaría Pública de sucesión, determinar el porcentaje a pagar en 
las hijuelas, radicarlo ante el Fondo para la Reparación de las Víctimas de 

la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, y así ella 

pueda realizar el respectivo cobro.  

 
No obstante, ante la acción temeraria por parte del señor NANCY ARLEY 

QUINTERO, se solicita a su Honorable Despacho, desestime las 

pretensiones incoadas por ella, y se proceda a rechazar la acción 

constitucional, de acuerdo a lo manifestado por parte de la Entidad. 

 
Finalmente, solicitan rechazar la acción de tutela de la referencia, por 

la temeridad por parte del accionante, bajo el entendido que se están 

dando los elementos necesarios para la ocurrencia de esta acción, y que 

no se le ha vulnerado ningún derecho fundamental.  
 

Así como de archivar el expediente, toda vez con las pruebas aportadas 

se logra probar que esta entidad ha dado cumplimiento a sus funciones 

legales. 



 
T R A M I T E   P R O C E S A L 

 

 La mencionada acción fue admitida por auto del doce (12) de agosto 

de 2022, en el que se ordenó la notificación a la entidad accionada y se 
le concedió el termino perentorio de dos (02) días, para que se pronuncie 

sobre los hechos sustento de la presente tutela. 

 

Se encuentra el presente asunto para decidir y a ello se procede, 

observándose que no se ha incurrido en causal de nulidad que invalide lo 
actuado, previas las siguientes, 

 
C O  N  S  I   D  E  R  A  C  I  O  N  E  S  : 

 

1.- Ha de partir el Despacho por admitir su competencia para conocer 

el presente asunto, conforme lo previsto en el artículo 37 del Decreto 
2591 de 1991 y artículo 8 del Decreto 306 de 1992. 

 

2.- La acción de tutela se encuentra consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política como un mecanismo para la protección inmediata de 
los derechos fundamentales de las personas, cuando los mismos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades o 

particulares en ciertos casos. 

 
La finalidad última de esta causa constitucional es lograr que el Estado, 

a través de un pronunciamiento judicial, restablezca el derecho 

fundamental conculcado o impida que la amenaza que sobre él se cierne 

se configure. 

 
3.- Se encuentra que las exigencias del petitum se centran en que se 

ordene al UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL 

A LAS VÍCTIMAS, conteste de fondo el derecho de petición que radicó el 

18 de julio de 2022. 

 

4.- El derecho de petición, se define como la facultad de presentar 

solicitudes respetuosas a las entidades públicas y privadas y de obtener 

respuesta oportuna, clara, completa y de fondo al asunto solicitado.  
 

Conforme lo ha resaltado la H. Corte Constitucional en Sentencia T-

487/17, es: 

 

 “a) la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos 
respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se 

nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; b) la 

respuesta oportuna, es decir, dentro de los términos 

establecidos en el ordenamiento jurídico; c) la respuesta de 
fondo o contestación material, lo que supone que la autoridad 

entre en la materia propia de la solicitud, sobre la base de su 

competencia, refiriéndose de manera completa a todos los 

asuntos planteados (plena correspondencia entre la petición y 
la respuesta), excluyendo fórmulas evasivas o elusivas; y d) la 

pronta comunicación de lo decidido al peticionario, con 

independencia de que su sentido sea positivo o negativo.”  

 
En orden a lo anterior, la contestación plena es aquella que asegure 

que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido 

la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o 

no a sus intereses y en el caso que aquí nos ocupa, es evidente que con 

el comunicado del 16 de agosto de 2022, mediante correo electrónico 



la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VÍCTIMAS, dio respuesta a la petición de la señora NANCY ARLEY 

QUINTERO, en la cual le explican de manera clara, detallada y de fondo 
con los argumentos legales las razones por las que no se puede acceder 

a sus peticiones y cuál es el procedimiento adoptado por la entidad para 

su caso en concreto. 

 

Ahora, Teniendo en cuenta lo manifestado por la entidad accionada 

respecto de que en el presente asunto existe TEMERIDAD, como quiera 

que la accionada ya había radicado la misma acción de tutela ante el 

Juzgado 40 Penal del Circuito con Función de Conocimiento de esta 

ciudad, el Despacho discrepa de tal afirmación, por cuanto las premisas 

jurídicas del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, según lo cual,  existe 

temeridad: “sin motivo expresamente justificado, la misma acción de 

tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante 

varios jueces o tribunales”, por tanto,  “se rechazarán o decidirán 

desfavorablemente todas las solicitudes”, es decir, debe ser el mismo 

escrito de tutela que se radique en varios despachos para que se configure 

tal causal y en este proceso, se observa con las pruebas allegadas por la 

entidad accionada que la tutela que se radicó en el Juzgado Penal, fue 

para reclamar respecto del derecho de petición que se radicó el 9 de mayo 

del presente año y ante esta instancia judicial se esta resolviendo respecto 

del derecho de petición que se radicó el 18 de julio de 2022, por tanto, 

no hay lugar a acceder a las pretensiones de la UNIDAD, en lo que 

respecta a la temeridad. 

 

5.- De otro lado, su prosperidad está condicionada a que, al momento 

del fallo, subsistan los motivos que dieron lugar a que se formulara la 

solicitud de protección, razón por la cual, si desaparecen tales supuestos 

de hecho, ya por haber cesado la conducta violatoria, o porque se superó 

la omisión que comportaba la vulneración del derecho, es claro que, en 

éstas hipótesis, ningún objeto tendría una determinación judicial de 

impartir una orden de tutela, “pues en el evento de adoptarse ésta, caería 

en el vacío por sustracción de materia” (T-033 de 1994). 

 

De allí que el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, establezca que: 

 
 “sí, estando en curso la tutela, se dictare resolución, 

administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la 

actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud 

únicamente para efectos de la indemnización y de costas, si 
fueren procedente”. 

 

Siendo lo anterior así, como quiera que los móviles que impulsaron a 

la accionante a impetrar la acción que nos ocupa fueron solucionados, por 
sustracción de materia, es innecesario, ordenar su protección por la vía 

de tutela, por ende es pertinente dar aplicación a la figura del HECHO 

SUPERADO tal y como lo establece la jurisprudencia nacional entre otras 

en Sentencia de Tutela No. 293 de 2014, siendo Magistrado Ponente el 
Dr. NILSON PINILLA PINILLA donde retoma los argumentos de la 

Sentencia SU- 540 de 2007, siendo Magistrado Ponente el Dr. ALVARO 

TAFUR GALVIS que  precisa: 

 

“Esta Corporación, al interpretar el contenido y alcance del 
artículo 86 de la Constitución Política, en forma reiterada ha 



señalado que el objetivo de la acción de tutela se circunscribe a 

la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, 

cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u 
omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los 

casos expresamente consagrados en la ley. 

 

 Así las cosas, se tiene que el propósito de la tutela, como lo 

establece el mencionado artículo, es que el Juez Constitucional, 
de manera expedita, administre justicia en el caso concreto, 

profiriendo las órdenes que considere pertinentes a la autoridad 

pública o al particular que con sus acciones han amenazado o 

vulnerado derechos fundamentales y procurar así la defensa 
actual y cierta de los mismos. 

 

 No obstante, cuando la situación de hecho que causa la 

supuesta amenaza o vulneración del derecho alegado 
desaparece o se encuentra superada, la acción de tutela pierde 

toda razón de ser como mecanismo más apropiado y expedito 

de protección judicial, por cuanto a que la decisión que pudiese 

adoptar el juez respecto del caso concreto resultaría a todas 

luces inocua, y por consiguiente contraria al objetivo 
constitucionalmente previsto para esta acción.” 

 

Por último, es importante indicarle a la accionante que, el Juez 

Constitucional no puede irrumpir en la esfera de los trámites ordinarios 
para sustraer competencias que ni la Constitución, ni la legislación le han 

conferido, pues el amparo constitucional solo es dable ante la amenaza 

inminente de derechos fundamentales, razón por la cual no hay lugar a 

acceder a tales pretensiones, en tanto la acción de tutela no es un medio 
para sustituir los procedimientos respectivos o alterar competencias de 

las entidades, pues al interior de este asunto no se demostró la afectación 

de derecho fundamental alguno,  así como tampoco se probó un perjuicio 

irremediable ocasionado por la entidad accionada, que requiera de la 
actuación de esta Administradora de Justicia. 

 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO TREINTA Y UNO DE 

FAMILIA DE BOGOTÁ, D.C., ADMINISTRANDO JUSTICIA EN 

NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, 
 

R E S U EL V E: 

 

PRIMERO: NO TUTELAR POR TENER COMO HECHO SUPERADO el 

derecho de PETICION e IGUALDAD impetrados por NANCY YANETTE 
GARZON en contra de la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y 

REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS. 

 

SEGUNDO: Comuníquesele a las partes, en forma rápida y por el medio 
más expedito, de conformidad a lo consagrado en el Art.16 del Decreto 

2591 de 1991. 

 

TERCERRO: Si este fallo no es impugnado envíese a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión. 

 

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE, 
LA JUEZ; 

YPEM 
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